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Exp. 895/2020-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 895/2020-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI; H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE ARRIAGA; Y LA JUNTA ESTATAL DE CAMINOS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diecisiete de mayo del dos mil veintidós. 
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 895/2020-2 promovido por el C. **********, contra actos emitidos por el Gobierno del Estado de San Luis Potosí; H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga; y la Junta Estatal de Caminos del Gobierno del Estado.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el once de diciembre de dos mil veinte, el C. **********,  promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el por el Gobierno del Estado de San Luis Potosí; H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga; y la Junta Estatal de Caminos del Gobierno del Estado, y por los actos que a continuación se precisan:

"A) El Pago de Daño Materia, Pago de Daños y Perjuicios causados a mi vehículo en un accidente ocurrido el 08 de marzo de 2020.

B).- El Pago de Interés Legal Anual sobre las cantidades que se han dejado de aportar con motivo del o los daños causados.”

II.- Por auto de fecha veintidós de febrero de dos mil veintiuno, se requirió a la parte actora, para el efecto de que subsanara las omisiones siguientes:

a) Adecuara su demanda acorde a los parámetros establecidos en los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

b) Aclarara y precisara el carácter con el que comparecía, en representación de los derechos de la finada **********, y en su caso, exhibiera el documento con que acreditara dicha representación, así como de los familiares que refiere.

c) Exhibiera la factura número ********** de fecha diecinueve de febrero de dos mil diecinueve, del vehículo, Marca: **********, Línea: **********, Modelo:**********, Color: ********** con número de serie: **********, con placas de circulación ********** del Estado de San Luis Potosí, así como aclarara y precisara si dicha unidad contaba con seguro de automóvil, y en su caso manifestara si este operó en favor del promovente en cuanto a los daños materiales del vehículo y de las personas que viajaban en el mismo al momento del accidente; y en su caso exhibiera la documentación correspondiente al citado seguro automotriz o de algún otro que se hay aplicado con motivo del accidente.

d) Especificara el monto estimado del daño material que reclama y señalara expresamente a cuánto asciende el pago de daños y perjuicios causados a su vehículo y sobre que conceptos.

e) Especificara el concepto sobre las cantidades que refiere se han dejado de aportar con motivo de los daños causados y sobre que cuantía.

f) Aclarara y precisara la medida cautelar que refiere en sus puntos petitorios.


Apercibido que en caso de no hacerlo se le desecharía su demanda.


III.- Por auto de fecha catorce de junio de dos mil veintiuno, se tuvo a la parte actora por realizando diversas manifestaciones y aclaraciones, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado, y toda vez que no exhibió documento con el que acreditara el carácter con el que comparecía a juicio, en representación de los derechos de la  finada **********, se le tuvo por presentada la demanda únicamente por su propio derecho. 


Por otra parte se tuvo como autoridades demandas:


Al Gobierno del Estado de San Luis Potosí.


Al H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga, S.L.P.


A la Junta Estatal de Caminos del Gobierno del Estado.


Y señalando como acto impugnado el siguiente:

“Venimos a reclamar el PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN JUSTA Y EQUITATIVA, a que tenemos derecho con motivo de la ACTIVIDAD  ADMINISTRATIVA IRREGULAR, en que incurrieron las autoridades que más adelante se detallarán; es decir, demandamos conforme a los hechos y argumentaciones jurídicas que expondremos lo siguiente:

A).- El pago de daño material, pago de daños y perjuicios causados a mi vehículo en un accidente ocurrido el 09 de marzo de 2020.

B).- El pago de interés legal anual sobre las cantidades que se han dejado de aportar con motivo de los daños causados.”

Se tuvo por admitida la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.
IV.- Por auto de fecha diecisiete de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo al Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Estado, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, por interponiendo recurso de reclamación en contra del auto dictado el catorce de junio de dos mil veintiuno, en el cual se admitió a trámite la demanda interpuesta por **********, al cual se ordenó dar trámite, ordenándose correrle traslado a las demás partes del juicio, para que expresaran lo que a su derecho conviniera.

V.- Por auto de fecha diecisiete de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo a las diversas autoridades demandadas Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Estado, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, y por la Directora General de la Junta Estatal de Caminos y Secretaría Técnica del Consejo de Administración por dando contestación a la demanda.

Por otra parte, y toda vez que se admitió a trámite el recurso de reclamación interpuesto por el Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Estado, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, se ordenó reservar el proveer lo conducente respecto de las contestaciones de demanda.

 VI.- Por auto de fecha treinta de septiembre de dos mil veintiuno, y toda vez que la parte actora; la Junta Estatal de Caminos y el H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga, S.L.P., no expresaron lo que a su derecho convenía respecto del recurso de reclamación interpuesto por el Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Estado, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, en contra del auto dictado el catorce de junio de dos mil veintiuno, se les tuvo por precluído su derecho para expresar lo que a su derecho conviniera en relación al citado recurso de reclamación; por tanto se citó para resolver el referido recurso.
VII.- Mediante sentencia interlocutoria de fecha treinta de noviembre de dos mil veintiuno, respecto del recurso de reclamación hecho valer en contra del auto de admisión de la demanda interpuesto por el Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Estado, se declaró infundado, por lo que se confirmó el auto dictado por esta Segunda Sala Unitaria el pasado catorce de junio de dos mil veintiuno.

VIII.- Por auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós se tuvo a las diversas autoridades demandas Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Estado, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, y por la Directora General de la Junta Estatal de Caminos y Secretaría Técnica del Consejo de Administración del Gobierno del Estado, por contestando la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que correspondiera.

Así mismo, y en cuanto a la diversa autoridad demandada H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga, S.L.P., se le tuvo por precluido su derecho para contestar la demanda, y por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Por otra parte, y con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes del juicio, las siguientes:

De la parte actora:

1.- Copia certificada del acta de defunción de la persona que en vida llevó el nombre de **********.

2.- Acuse de recibo de fecha dieciséis de julio de dos mil veinte, del escrito dirigido al Director General del Centro de la SCT San Luis Potosí, por el actor del juicio.

3.- Escrito de fecha diecisiete de marzo de dos mil veinte, dirigido al Agente del Ministerio Público de la Unidad de Tramitación Común de Detenidos, que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

4.- Copia fotostática simple de la factura No. **********, expedida por la persona moral “**********tosí”, S.A. de C.V.
5.- La instrumental de actuaciones.

6.- La presuncional legal y humana.

Al Consejero Adjunto de Control Constitucional y de lo Contencioso de la Consejería Jurídica del Estado, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- La confesional expresa que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas de su contestación de demanda.

2.- La instrumental de actuaciones.

3.- La presuncional legal y humana.

A la Directora General de la Junta Estatal de Caminos y Secretaría Técnica del Consejo de Administración del Gobierno del Estado, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:
1.- Copia certificada del Acta de Asamblea General Extraordinaria celebrada el trece de marzo de dos mil veinte.

2.- Listado geográfico de la Red de Carreteras Estatales de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, que refiere se encuentra publicado en la página oficial de la plataforma que describe en el punto II del capítulo de pruebas de su contestación de demanda.

3.- El informe que ofrece a cargo de la SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, en los extremos siguientes:

“A).- Que informe al H. Tribunal si la ruta conocida como **********, es de competencia y jurisdicción federal y si existe o ha existido concesión a favor de algún particular el tramo referido materia de la presente reclamación patrimonial.” 

Por lo que se ordenó girar atento oficio a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, para que remitiera el referido informe. 
4.- La instrumental de actuaciones.

5.- La presuncional lógica, legal y humana.

IX.- Por auto de fecha dieciocho de marzo de dos mil veintidós, se tuvo al Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos del Centro SCT San Luis Potosí, mediante el cual remite a esta Segunda Sala, en el primero, el informe ofrecido como prueba por la Junta Estatal de Caminos y en el segundo, en alcance al primer oficio formulando una fe de erratas en relación al informe rendido, por lo que se dejó sin efectos el apercibimiento formulado.

Por otra parte se tuvo como prueba de la Junta Estatal de Caminos, el informe de cuenta rendido por la autoridad compareciente, por lo que se ordenó dar vista a las partes del juicio para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por último, se señalaron las doce horas del seis de abril del dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IX.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que fueron formulados únicamente por la Consejera Jurídica del Estado, en representación del Gobernador del Estado de San Luis Potosí. Finalmente, se citó para resolver.   
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
UNICO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, no es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a continuación se expone.

En materia de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se encuentra definida en la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, en la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; ahora bien, debemos destacar lo que dispone el artículo 123 párrafo primero de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, así como lo establecido en los artículos 7º fracción X de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, y 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado, el cual prevé lo siguiente:

Constitución Política del Estado de San Luis Potosí:

ARTÍCULO 123.- La justicia administrativa se deposita en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que conocerá y resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal. La ley establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. 
Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

(…) X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; (…)”

Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí:

ARTÍCULO 21. La parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable, o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los municipios del Estado.

(Lo resaltado es propio)

Al respecto, se debe precisar, que el artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí se reformó por Decreto publicado en el Periódico Oficial del Estado del 3 de marzo de 2016, cuyo artículo Cuarto transitorio estableció que los recursos humanos, materiales, financieros, y presupuestales con que cuenta el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de San Luis Potosí, incluyendo todos sus bienes, pasarán a formar parte del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en los términos que determine la ley correspondiente.

Con fecha 19 diecinueve de julio de 2017 dos mil diecisiete, entró en vigor la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que abrogó la Ley de Justicia Administrativa del Estado, y el antes Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado a Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; debiéndose destacar que el artículo sexto transitorio del decreto con que se expidió la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, establece que las menciones que se encuentren en diversas leyes para el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, se entenderán hechas al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí a partir de la entrada en vigencia de la ley.

Por tanto, cuando el artículo 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí se refiere al Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, debe entenderse que se refiere al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
Una vez precisado lo anterior, se debe decir que como se puede apreciar de los artículos anteriormente transcritos, se infiere que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí será competente para atender las resoluciones sobre reclamaciones de indemnización en materia de Responsabilidad Patrimonial del Estado, presentadas en la Vía Contenciosa en contra de las dependencias, entidades y organismos descentralizados del Poder Ejecutivo o de los municipios del Estado.

Adicionalmente se debe decir, que el artículo 3° de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece que las disposiciones de esa Ley son aplicables a la actividad administrativa irregular desarrollada por los Poderes del Estado, como lo es el Ejecutivo, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos, empresas de participación mayoritaria, tanto del Estado como de los municipios del Estado. A efecto de dar claridad a lo anterior a continuación se transcribe el precepto citado:

“ARTÍCULO 3º. Las disposiciones de esta serán aplicables a la actividad administrativa irregular del Estado que desarrollan los Poderes del Estado, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal mayoritaria; tribunales administrativos; organismos públicos autónomos; municipios, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación mayoritaria municipal.”
Por su parte, el artículo 4° de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece  que la obligación de indemnizar los daños nace de la actividad administrativa irregular, y se extiende a las funciones materialmente administrativas de los Poderes Legislativo y Judicial, y de los Tribunales Administrativos; por consiguiente la materia de la responsabilidad deriva de la actuación en calidad de Autoridades administrativas, lo que necesariamente nos conduce a la competencia orgánica de las referidas Autoridades, es decir, de la actividad materialmente administrativa que ejercen en relación a personas, cosas, lugares, etcétera, es decir, sobre los que ejercen su jurisdicción como Autoridades con actividad materialmente administrativa. Para dar sustento a esta afirmación a continuación se transcribe el precepto citado:

“ARTÍCULO 4º. La obligación de indemnizar los daños que sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado, se extiende a las funciones y actos materialmente administrativos que realicen los Poderes estatales Legislativo y Judicial. Igualmente, la obligación indemnizatoria del Estado comprende los daños derivados de la actividad administrativa irregular que se realice en el ámbito de los tribunales administrativos.”
En este orden, resulta que la Vía Contenciosa Administrativa ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es procedente para efectuar la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado en contra de las autoridades del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por su actividad de naturaleza materialmente administrativa, vinculada ésta, a las personas, cosas, lugares, etcétera, sobre los que ejercen su jurisdicción.

En ese sentido, se tiene que si bien el C.**********, acude a este Tribunal con el fin de realizar una reclamación de responsabilidad patrimonial en la Vía Contenciosa Administrativa, la cual se hace valer en contra del Gobierno del Estado, H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga, S.L.P., y la Junta Estatal de Caminos del Gobierno del Estado, que son autoridades estatales, y por tanto la Vía ******************** idónea.
Sin embargo, de lo planteado por el Actor  y en las pruebas aportadas en su escrito inicial de demanda, se desprende que funda su reclamación en hechos que sucedieron en una carretera de jurisdicción Federal, según se explica enseguida.

En primer término, se debe de hacer mención que en su escrito inicial de demanda, la parte actora solicita el pago de Daño Material, Pago de Daños y Perjuicios causados a su vehículo en un accidente ocurrido el ocho de marzo de dos mil veinte.

También, es de precisarse, que es omisa en precisar en donde y en qué situación ocurrió el accidente, sin embargo se desprende de su demanda diversas manifestaciones, en donde se presume se efectúo en una carretera, siendo estas las siguientes:

“…se origina por el incumplimiento u omisión de los servidores públicos en el momento del desempeño de sus actividades, esto es, por haber hecho caso omiso de las llamadas y/o solicitudes de la reparación y/o mantenimiento de dicho puente”  

“.. debemos dejar plenamente establecido que la carretera estaba en mal estado para transitar y el peralte de la carretera está muy pronunciado…”

“…pues pese a que conocían la necesidad de reparar el puente…”

Así mismo, acompaña como prueba a su escrito inicial de demanda, diverso escrito dirigido al C. Director General del Centro S.C.T. de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de San Luis Potosí, y/o Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de dicha dependencia, en donde solicita la valuación de los daños ocasionados en el tramo carretera **********, de fecha siete de julio de dos mil veinte, y recepcionado por la dependencia el dieciséis de julio de dicho año, documental que obra a fojas 25 del expediente en el que se actúa, la cual se valora de conformidad con lo establecido por el artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, misma que se digitaliza a continuación:
DIGITALIZACIÓN
Por otra parte, de las pruebas ofrecidas por la diversa autoridad demandada Directora General de la Junta Estatal de Caminos y Secretaria Técnica del Consejo de Administración del Gobierno del Estado, se encuentra el informe que ofrece a cargo de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en donde solicita informe a este Tribunal si la ruta conocida como Libramiento Poniente **********, es de competencia y jurisdicción federal y si existe o ha existido concesión a favor de algún particular el tramo referido materia de la presente reclamación patrimonial.

Dicho informe fue acompañado por el Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos del Centro SCT San Luis Potosí, con el número de oficio **********, de fecha diecisiete de marzo de dos mil veintidós, mismo que obra a foja 160 del expediente en el que se actúa, el cual se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que se digitaliza a continuación:
DIGITALIZACIÓN
 Del oficio anteriormente digitalizado se desprende que la Unidad de Asuntos Jurídicos del Centro SCT de San Luis Potosí, informa a esta Segunda Sala Unitaria que la jurisdicción del **********, es federal, pero concesionada a particulares.
En ese sentido y a manera de conclusión de lo anteriormente expuesto, se tiene que la carretera **********, es una vía de jurisdicción Federal.

Por consiguiente, quien ejerce jurisdicción sobre dicha vía terrestre de comunicación,  son las Autoridades de la Federación, y por tanto son dichas Autoridades quienes en ese lugar ejercen actividades de naturaleza materialmente administrativa, de las que pudiese resultar una actividad administrativa irregular.

Por consiguiente, respecto de los hechos ocurridos, resulta aplicable en todo caso la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, que en su artículo 2° determina la aplicación de esa Ley a los entes públicos Federales.

A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto legal citado:

ARTÍCULO 2.- Son sujetos de esta Ley, los entes públicos federales. Para los efectos de la misma, se entenderá por entes públicos federales, salvo mención expresa en contrario, a los Poderes Judicial, Legislativo y Ejecutivo de la Federación, organismos constitucionales autónomos, dependencias, entidades de la Administración Pública Federal, los Tribunales Federales Administrativos y cualquier otro ente público de carácter federal. 

Los preceptos contenidos en el Capítulo II y demás disposiciones de esta Ley serán aplicables, en lo conducente, para cumplimentar los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como las recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, aceptadas por los entes públicos federales y por el Estado Mexicano en su caso, en cuanto se refieran al pago de indemnizaciones.
Conforme a lo anterior, este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, carece de competencia para pronunciarse sobre los hechos planteados en la demanda por el Actor, ya que como ocurrieron en una vía de Jurisdicción Federal, resulta aplicable la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, aplicable a los entes públicos federales, esto es a los Poderes Judicial, Legislativo y Ejecutivo de la Federación, organismos constitucionales autónomos, dependencias, entidades de la Administración Pública Federal, Tribunales Federales Administrativos y cualquier otro ente público de carácter federal; sujetos que escapan del ámbito competencial del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que en materia de Responsabilidad Patrimonial del Estado, se limita a las reclamaciones de Responsabilidad Patrimonial del Estado presentadas en la vía contenciosa en contra de las dependencias, entidades y organismos descentralizados del Poder Ejecutivo o de los municipios del Estado, según lo que disponen los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7° fracción X de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

Derivado de lo anterior, es improcedente el juicio ante esta Segunda Sala Unitaria al actualizarse la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, disposición legal que se transcribe.

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
,,,
XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio.”

Por último, este Tribunal no prejuzga o emite consideración alguna en relación a determinar si en el presente asunto existe o no responsabilidad patrimonial alguna, dejando a salvo los derechos de la parte actora para que haga valer su acción de responsabilidad administrativa conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Responsabilidad Administrativa del Estado.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo, 7° fracción III Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción XI, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y el artículo 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí;  se resuelve:

PRIMERO.- Se decreta la IMPROCEDENCIA del presente juicio, por las razones y fundamentos precisados en el considerando ÚNICO de esta resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y correo electrónico a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
